ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA                               

                                                       RADICACIÓN: 66001318700420160011901
                                                                ACCIONANTE: MARIELA SÁNCHEZ A. Y OTRO VS. CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR Y DE LA POLICÍA
ASUNTO: CONFIRMA  DECISIÓN 


Providencia:


SENTENCIA DE TUTELA – 2ª Instancia - 20 de octubre de 2016

Radicación Nro. :


66001318700420160011901

Accionante:


Mariela Sánchez Aristizabal y José Eliécer Restrepo
Accionados:


Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía – Caja de Honor

Proceso:



Acción de Tutela 

Magistrado Ponente:

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Tema:



VIVIENDA / SUBSIDIO / NATURALEZA Y CONTENIDO DEL DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIVIENDA / PERJUICIO INMINENTE NO SE ACREDITÓ / NIEGA / CONFIRMA / “… una de las diferencias entre el  régimen de vivienda para la Fuerza Pública y el del general de subsidios de vivienda de interés social, es el sistema financiero que fue diseñado para que a los miembros de la Fuerza Pública se les reconozcan ciertos beneficios que por su labor y misión se encuentran en alto riesgo, cuya financiación se complementa con su régimen prestacional, mientras que el sistema de vivienda de interés social responde a una política social de promoción del derecho a la vivienda digna para las personas que por su nivel de ingresos no podrían satisfacerlo por sus propios medios. Así mismo, la Caja accionada tiene a su cargo la entrega de subsidios de vivienda a sus afiliados, a través de diferentes modalidades, conforme a los lineamientos fijados en las disposiciones antes descritas, previa verificación de ciertos requisitos y en tal sentido, negó a los accionantes el subsidio de vivienda al encontrar que los mismos ya había recibido un subsidio por parte del Estado.  Al respecto, esta Sala pudo revisar el contenido del Acuerdo 01 de 2011 “Por el cual se adopta el reglamento administrativo para el otorgamiento de soluciones de vivienda de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, se establecen directrices administrativas y parámetros para el manejo de las cesantías, y se dictan otras disposiciones” que en su artículo 11 establece lo siguiente:…”
(…)

“En tales circunstancias, cuando la entidad accionada respondió negativamente la solicitud de vivienda a los tutelantes por haber recibido un subsidio por parte del Estado, no vulneró derecho fundamental alguno, sino que obró de acuerdo a los presupuestos legales que se deben verificar al momento de otorgar el subsidio de vivienda. Además, dentro de la foliatura no se demostró que los accionantes hubieran interpuesto recurso alguno frente a la decisión del 13 de julio de 2016 de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía mediante la cual se les negó el beneficio de vivienda.”
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinte  (20) de octubre  de dos mil catorce (2016)

Proyecto aprobado con Acta No.958
Hora:  11:45 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por  la parte actora, el abogado Donaldo Córdoba Andrade, apoderado  de los señores Mariela Sánchez Aristizabal y José Eliécer Restrepo Cifuente4sen contra del fallo emitido por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía – Caja de Honor. 
2. ANTECEDENTES
2.1. Informó el apoderado judicial que los esposos Mariela Sánchez Aristizabal y José Eliécer Restrepo Cifuentes, junto con sus dos hijos, fueron desplazados por la violencia del municipio de Tuluá, Valle desde el año 2000.  Estando en Pereira se acercaron a las oficinas de Comfamiliar Risaralda y presentaron los documentos de postulación para la convocatoria de oferta de vivienda de 2004 y en la que se les otorgó un subsidio por un monto de $4.475.000.

Así mismo, indicó que el señor Yonier Estiven Restrepo Sánchez, hijo de los accionantes, había ingresado a la Policía Nacional en diciembre de 2012 y retirado por muerte en servicio activo el 13 de septiembre de 2013, por lo cual a sus padres fueron beneficiarios de una pensión de sobrevivientes mediante la Resolución No.00086 del 29 de enero de 2014 expedida por la Policía Nacional.  
Señaló que  el 16 de abril de 2016 los accionantes se postularon para la solución de vivienda ante la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía – Caja de Honor de la ciudad de Cali, lo cual fue resuelto negativamente mediante comunicación del 13 de septiembre de 2016 en la que dicha entidad manifestó que se devolvían los documentos con “carta de inconsistencia”, toda vez que se estableció que los beneficiarios habían recibido un subsidio por parte del Estado, lo que afectaba el acceso al beneficio que brindaba esa Caja de Honor.
Manifestó que los accionantes  actualmente viven en una casa arrendada y que sus ingresos no alcanzan para acceder a una vivienda propia.   Por lo tanto, solicitó en favor de sus mandantes, lo siguiente: i) amparar los derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso y  vida en condiciones dignas; ii) ordenar a la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía – Caja de Honor que permita la postulación de los actores a una solución de vivienda por Fondo de Solidaridad y que el subsidio de vivienda recibido por la convocatoria 2004 “desplazados mejoramiento CSP y adquisición de vivienda” por valor de $4.475.00 no sea una causal de rechazo para acceder a la vivienda a la que tienen derecho y iii) que la orden impartida sea de inmediato cumplimiento.
2.2. Se tuvieron como pruebas allegadas a folios 6 al 22.
2.3.  Mediante auto del 29 de julio de 2016 el A quo corrió traslado de la demanda a la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía – Caja de Honor y vinculó a la Unión Temporal de Cajas de Compensación Familiar para Subsidio de Vivienda de Interés Social (folio 26).

2.4. La entidad demandada no dio respuesta al requerimiento del juzgado de conocimiento.

2.5. La Unión Temporal de Cajas de Compensación Familiar para Subsidio de Vivienda de Interés Social contestó luego de emitido el fallo de primera instancia (Fls. 37-53); de tal manera, que no se hará alusión a dicha respuesta, por ser extemporánea.
3. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
Mediante fallo del 10 de agosto de 2016, el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira declaró improcedente la acción de tutela por considerar que las entidades demandadas no habían vulnerado derechos fundamentales a los señores Mariela Sánchez Aristizabal y José Eliécer Restrepo Cifuentes, toda vez que la negativa a acceder a un subsidio de vivienda se hizo de conformidad a la normativa que rige a la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía – Caja de Honor, como lo es el haber recibido anteriormente uno por parte del Estado. (Fls. 30-32)
Dicha sentencia fue notificada el apoderado judicial de los actores mediante correo electrónico del 11 de agosto de 2016 (folio 36)

4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia,  el apoderado de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda presentó el 17 de agosto de 2016 un escrito mediante el cual transcribió parte de la sentencia aludida para indicar que difiere de la misma, toda vez que consideró que los accionantes han sido víctimas directas de discriminación frente a la Ley y por lo tanto, se le han vulnerado sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso y a la vida en condiciones dignas.

Hizo alusión a lo dispuesto en el artículo 12 del Decreto 951 de 2001 que consagra las condiciones del subsidio de vivienda para arrendamiento como fundamento para reiterar las mismas pretensiones expuestas en el escrito introductorio de la demanda de tutela (Fls. 54-56)

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

5.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y medidas de seguridad  de Pereira, mediante la cual se abstuvo de conceder el amparo de los derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso, y vida en condiciones dignas invocados por el señores Mariela Sánchez Aristizabal y José Eliecer Restrepo Cifuentes, fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, tal como lo solicitó el  impugnante.

5.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.3.1. Con respecto al derecho fundamental a la vivienda digna y su protección a través del ejercicio de la acción de tutela, Sentencia T-024 de 2015, la Corte Constitucional reiteró lo siguiente:
 
“El artículo 51 de la Constitución consagra que todos los colombianos tienen derecho a una vivienda digna. Así, es responsabilidad del Estado establecer las condiciones necesarias para la efectividad del derecho y, en esa medida, debe promover planes de vivienda de interés social pero, sobre todo, desarrollar una política pública encaminada a la creación de formas asociativas de ejecución de programas para el efecto y de sistemas de financiación a largo plazo adecuados para permitir la materialización de este derecho.
Por su parte, la jurisprudencia constitucional ha definido este derecho como aquel, por medio del cual, se satisface la necesidad humana de poder contar con un sitio, propio o ajeno, que disponga de las condiciones adecuadas y suficientes para que quien lo habite pueda desarrollar, con dignidad, su proyecto de vida.[2]
 
El derecho a la vivienda digna ha sido entendido como parte de los llamados derechos económicos, sociales y culturales. En ese sentido, en los primeros pronunciamientos de la Corporación al respecto, se señalaba que estos derechos incorporan una naturaleza prestacional, por ende, no se predicaba su carácter fundamental y requerían, para su efectivo cumplimiento, un desarrollo legal amplio y la implementación de políticas públicas dirigidas a obtener los medios para su materialización. En consecuencia, no era procedente amparar el derecho a la vivienda digna por vía de tutela.[3]
 
Lo anterior, tenía fundamento en que, al tratarse de un derecho cuyo desarrollo debía ser progresivo, se tornaba indeterminado al no ser posible garantizar su protección inmediata, dada la ausencia de un derecho subjetivo del cual predicar su exigibilidad.
 
Posteriormente, la Corte, luego de un análisis efectivo del artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, entre otros instrumentos internacionales, en conjunto con el artículo 51 superior, decidió moderar esta tesis al sostener que la relación entre una vida digna y la garantía de los derechos económicos, sociales y culturales era evidente. Es decir que, el desarrollo de una vida digna va ligado a la posibilidad de contar con un lugar de habitación adecuado.[4]
 
Así las cosas, se acogió la postura de la conexidad con la intención de proteger de manera efectiva aquellas garantías que pudieran resultar conculcadas por causa de la vulneración del derecho a la vivienda digna. En virtud de esta tesis, aunque el derecho comporte una naturaleza  prestacional, cuando su desconocimiento ponga en peligro los derechos reconocidos por la Carta como fundamentales, se torna procedente el amparo por medio de la acción constitucional. [5]
 
Sin embargo, de manera más reciente, la jurisprudencia ha abordado el tema desde otro punto de vista, señalando que la naturaleza de fundamental que adquiere un derecho no puede estar sujeta a la manera como este se hace efectivo en la práctica. Bajo ese orden de ideas, la Sentencia T-016 de 2007, expuso que “Los derechos todos son fundamentales pues se conectan de manera directa con los valores que las y los Constituyentes quisieron elevar democráticamente a la categoría de bienes especialmente protegidos por la Constitución. Una cosa es la fundamentalidad de los derechos y otra – muy distinta – la aptitud de hacerse efectivos tales derechos en la práctica o las vías que se utilicen para ese fin.”[6]    
 
En esa línea argumentativa, si se reconoce que todos los derechos son fundamentales, unos más que otros y que además cada uno cuenta con cierto contenido prestacional, incluso el derecho fundamental a la vida, resulta “artificioso” señalar que el amparo de los derechos económicos, sociales y culturales, como el derecho a la vivienda digna, a través de la acción de tutela, solo es posible bajo la tesis de la conexidad.     
 
Al respecto el Tribunal señaló que:
 
“[L]a implementación práctica de los derechos constitucionales fundamentales siempre dependerá de una mayor o menor erogación presupuestaria, de forma tal, que despojar a los derechos prestacionales – como el derecho a la salud, a la educación, a la vivienda, al acceso al agua potable entre otros - de su carácter de derechos fundamentales resultaría no sólo confuso sino contradictorio. Al respecto, se dice, debe repararse en que todos los derechos constitucionales fundamentales – con independencia de si son civiles, políticos, económicos, sociales, culturales, de medio ambiente - poseen un matiz prestacional de modo que, si se adopta esta tesis, de ninguno de los derechos, ni siquiera del derecho a la vida, se podría predicar la fundamentalidad. Restarles el carácter de derechos fundamentales a los derechos prestacionales, no armoniza, por lo demás, con las exigencias derivadas de los pactos internacionales sobre derechos humanos mediante los cuales se ha logrado superar esta diferenciación artificial que hoy resulta obsoleta así sea explicable desde una perspectiva histórica.”[7]
Así las cosas, con la implementación de proyectos y programas dirigidos a la adquisición de vivienda propia, como por ejemplo los planes de subsidios de vivienda para personas de escasos recursos, se supera la indeterminación del derecho a la vivienda digna, que ponía en duda la procedencia del amparo a través de la tutela y se delimitan las prestaciones en cabeza de las entidades públicas encargadas de desarrollar este tipo de políticas, generando de esta manera un derecho subjetivo y, como consecuencia, susceptible de protección por medio de esta acción constitucional.[8]”
 
5.4. DEL CASO EN CONCRETO

5.4.1.  De conformidad con lo expuesto por el apoderado judicial de los accionante y  con las pruebas que obran dentro de la foliatura, se observa que el grupo familiar del señor José Eliécer Restrepo Cifuentes se postuló en el año 2004 a la convocatoria “2004-Desplazados arrendamiento mejoramiento CSP y adquisición vivienda nueva o usada”, tipo de proyecto: “arrendamiento de vivienda (urbana) para hogares propietarios y no propietarios” por un valor de $4.475.000 (folios 16 y 17).  Así mismo,  a raíz de la muerte de uno de los hijos de los accionantes, Yonier Estiven Restrepo Sánchez, la Policía Nacional les reconoció y ordenó pagar la pensión de sobrevivientes, según lo considerado en la Resolución No.00086 del 29 de 2014 (Fls. 19-21).   Obra copia del formato de solicitud de postulación al fondo de solidaridad de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía firmado por los accionantes con fecha del 20 de abril de 2016 (Fls. 22 y 23). Dicha petición fue negada por la entidad demanda de acuerdo con  la comunicación del 13 de julio de 2016 (folio 25).
5.4.2. Insistió el impugnante que la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía debe permitir que los señores Mariela Sánchez Aristizabal y José Eliécer Restrepo Cifuentes se postulen a una solución de vivienda, sin que exista una causal de rechazo por el subsidio de arrendamiento para vivienda recibido en el año 2004. Igualmente, hizo alusión a lo dispuesto en el artículo 12 Decreto 951 de 2001 “Por el cual se reglamentan parcialmente las Leyes 3ª de 1991 y 387 de 1997, en lo relacionado con la vivienda y el subsidio de vivienda para la población desplazada”.
5.4.3. Ahora bien, la norma que rige el acceso a la vivienda de quienes hacen parte de la Fuerza Pública se encuentra en el Decreto Ley 353 de 1994, la Ley 973 de 2005 y la Ley 1305 de 2009 donde se indica que el mismo está a cargo de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, de cuyo objetivo hizo referencia la Corte Constitucional en la Sentencia T-024 de 2015 de la siguiente manera:
 
“El objetivo principal de esta entidad, según el artículo 1º de la Ley 973 de 2005, es facilitar la adquisición de vivienda propia por parte de sus afiliados, a través de subsidios u otros mecanismos de carácter técnico y financiero. Dentro de sus funciones, establecidas en el artículo 3º de la precitada ley, se encuentran identificar las necesidades de vivienda de los afiliados, así como los proyectos habitacionales, prestar asesorías, ejecutar los proyectos, y la consecución de los recursos para tal fin.
 
Lo anterior se lleva a cabo a través de un sistema complejo que, no solo se financia con dineros del presupuesto nacional, sino, también, de aportes provenientes de las cuentas individuales de los afiliados, entre otros,[15]característica que lo diferencia del régimen general de subsidio de vivienda.
 
En efecto, el régimen de vivienda para la Fuerza Pública, a pesar de estar basado en criterios de solidaridad, al igual que el régimen general de subsidios de vivienda, cuenta con un complemento adicional consistente en el reconocimiento de ciertos beneficios a quienes por su labor y misión se encuentran en alto riesgo. A su vez, el régimen general se encuentra financiado exclusivamente por recursos del presupuesto público prevaleciendo de esta manera el principio de solidaridad, mientras el régimen de la fuerza pública se complementa, además, con su régimen prestacional.
 
Al respecto la Corte ha sostenido que:
 
“Esta diferencia se acentúa si se tiene en cuenta que el sistema financiero diseñado por el legislador para facilitar a los miembros de la fuerza pública el acceso a la vivienda, hace parte de su régimen prestacional y, por lo tanto, está integrado conceptual y técnicamente al sistema de salarios, prestaciones, compensaciones, estímulos y beneficios que se les reconoce a cambio de sus servicios. El Sistema de Vivienda de Interés Social al que se aludió en párrafos precedentes no está, en cambio, asociado a un régimen prestacional determinado, sino que responde a una política social de promoción del derecho a la vivienda digna para las personas que por su nivel de ingresos no podrían satisfacerlo por sus propios medios…”[16]
 
Por su parte, el parágrafo 1º del artículo 51 del Acuerdo 01 de 2011 por el que se rige Caprovimpo, establece que al momento de cierre de la convocatoria, los valores de la cuenta individual del afiliado serán trasladados al fondo de solidaridad como compensación de los costos asociados a la adquisición del inmueble adjudicado, norma que permite resaltar que el subsidio de vivienda que se entrega a los miembros de la Fuerza Pública no está compuesto únicamente por recursos del presupuesto nacional, sino que se compone también de los aportes realizados por el afiliado a la Caja, tal y como se señaló en párrafos anteriores, conforme con la ley y la jurisprudencia.”
 
Tal como lo alude la jurisprudencia anterior, una de las diferencias entre el  régimen de vivienda para la Fuerza Pública y el del general de subsidios de vivienda de interés social, es el sistema financiero que fue diseñado para que a los miembros de la Fuerza Pública se les reconozcan ciertos beneficios que por su labor y misión se encuentran en alto riesgo, cuya financiación se complementa con su régimen prestacional, mientras que el sistema de vivienda de interés social responde a una política social de promoción del derecho a la vivienda digna para las personas que por su nivel de ingresos no podrían satisfacerlo por sus propios medios. Así mismo, la Caja accionada tiene a su cargo la entrega de subsidios de vivienda a sus afiliados, a través de diferentes modalidades, conforme a los lineamientos fijados en las disposiciones antes descritas, previa verificación de ciertos requisitos y en tal sentido, negó a los accionantes el subsidio de vivienda al encontrar que los mismos ya había recibido un subsidio por parte del Estado.  Al respecto, esta Sala pudo revisar el contenido del Acuerdo 01 de 2011 “Por el cual se adopta el reglamento administrativo para el otorgamiento de soluciones de vivienda de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, se establecen directrices administrativas y parámetros para el manejo de las cesantías, y se dictan otras disposiciones” que en su artículo 11 establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 11. REQUISITOS Y CONDICIONES GENERALES PARA EL OTORGAMIENTO DEL SUBSIDIO DE VIVIENDA. <Acuerdo derogado por el artículo 82 del Acuerdo 1 de 2016> Para acceder al subsidio que conforma la solución de vivienda que otorga la Entidad, se deben cumplir los siguientes requisitos generales, establecidos en la ley:
1. No haber efectuado retiros parciales o totales de cesantías, desde la materialización de la afiliación para solución de vivienda, hasta el momento del otorgamiento del subsidio y obtención de vivienda.   2. No haber recibido subsidio por parte del Estado, sin perjuicio de la posibilidad de que el subsidio que ofrece la Caja a sus afiliados conforme a lo previsto en la ley y en el presente reglamento administrativo se otorgue de forma coordinada y concurrente con los otorgados por otras entidades del Estado, con sujeción al ordenamiento legal vigente en la materia.

PARÁGRAFO. Para la solución de vivienda a través de los diferentes modelos de atención, además de los requisitos generales antes descritos, se deberán tomar en cuenta las políticas y directrices administrativas plasmadas para los diferentes modelos.”
En tales circunstancias, cuando la entidad accionada respondió negativamente la solicitud de vivienda a los tutelantes por haber recibido un subsidio por parte del Estado, no vulneró derecho fundamental alguno, sino que obró de acuerdo a los presupuestos legales que se deben verificar al momento de otorgar el subsidio de vivienda. Además, dentro de la foliatura no se demostró que los accionantes hubieran interpuesto recurso alguno frente a la decisión del 13 de julio de 2016 de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía mediante la cual se les negó el beneficio de vivienda.
5.4.4. Así las cosas, la Sala no desconoce la protección especial que merece la población que sufre el desplazamiento por estar en circunstancias de vulnerabilidad; sin embargo, en este caso en concreto la acción de tutela no está establecida para pasar por alto trámites legalmente determinados y beneficiar con programas de vivienda con régimen especial a los accionantes, sin el cumplimiento de los requisitos dispuestos en la norma legal para ello, pues sería como ir en contra de los mismos y a sabiendas de que son de obligatorio cumplimiento no sólo para las instituciones sino para los asociados, lo que generaría la vulneración de los derechos a la igualdad y al debido proceso de las demás personas que se han postulado acatando las normas para acceder al beneficio aludido.
5.4.6.  Aunado a lo anterior, los accionantes no llevaron al juez de tutela al convencimiento de estar frente a un perjuicio inminente como para que proceda el amparo de manera transitoria, si se tiene en cuenta que el subsidio para arrendamiento de vivienda por $4.475.000 fue otorgado en el año 2004, o sea hace más de 12 años, lo que permite inferir que los actores no han requerido de dicho auxilio durante este tiempo.  De tal manera, esta Colegiatura concluye que no están dados los presupuestos que configuran un daño irreparable que haga procedente el amparo invocado, pues al revisar los elementos esenciales inminencia, urgencia y la gravedad de los hechos frente al caso en concreto, se concluye que no se da ninguno.  Al respecto, la Corte Constitucional ha indicado lo siguiente:

“Para determinar la irremediabilidad del perjuicio hay que tener en cuenta la presencia concurrente de varios elementos que configuran su estructura, como la inminencia, que exige medidas inmediatas, la urgencia que tiene el sujeto de derecho por salir de ese perjuicio inminente, y la gravedad de los hechos, que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales. La concurrencia de los elementos mencionados pone de relieve la necesidad de considerar la situación fáctica que legitima la acción de tutela, como mecanismo transitorio y como medida precautelativa para garantizar la protección de los derechos fundamentales que se lesionan o que se encuentran amenazados. Con respecto al término "amenaza" es conveniente manifestar que no se trata de la simple posibilidad de lesión, sino de la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de manera injustificada. La amenaza requiere un mínimo de evidencia fáctica, de suerte que sea razonable pensar en la realización del daño o menoscabo material o moral.  De acuerdo con lo que se ha esbozado sobre el perjuicio irremediable, se deduce que hay ocasiones en que de continuar las circunstancias de hecho en que se encuentra una persona, es inminente e inevitable la destrucción grave de un bien jurídicamente protegido, de manera que urge la protección inmediata e impostergable por parte del Estado ya en forma directa o como mecanismo transitorio (…)”

Por lo discurrido, se confirmará la sentencia estudiada.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR  la decisión emitida el 10 de agosto de 2016 por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, dentro de la acción de tutela presentada apoderado  de los señores Mariela Sánchez Aristizabal y José Eliécer Restrepo Cifuentes Eliécer Restrepo Cifuentes en contra de la la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía – Caja de Honor.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARIA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Sentencia T- 609 de 2005





Página 9 de 9

